
SEGUNDA: La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su
publicación en el Diario Oficial de Extremadura.

Por tanto, ordeno a los ciudadanos que sea de aplicación esta Ley
que cooperen a su cumplimiento, y a los Tribunales y autoridades
que corresponda la hagan cumplir.

Mérida, 26 de septiembre de 1996.

El Presidente de la Junta de Extremadura,
JUAN CARLOS RODRIGUEZ IBARRA

LEY 5/1996, de 26 de septiembre, de
declaración de bienes, rentas,
remuneraciones y actividades de
representantes y cargos públicos extremeños.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA

Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extrema-
dura ha aprobado y yo, en nombre del Rey, de conformidad con
lo establecido en el artículo 52.1 del Estatuto de Autonomía vengo
a promulgar la siguiente Ley.

EXPOSICION DE MOTIVOS

En desarrollo de lo dispuesto en el artículo 41.2 del Estatuto de
Autonomía sobre dedicación al ejercicio de sus funciones por parte
de los cargos públicos extremeños, en la Ley del Gobierno y de la
Administración de la Comunidad Autónoma y en la de Elecciones a
la Asamblea de Extremadura se incluyeron preceptos que contem-
plaban y configuraban un régimen de incompatibilidades para to-
dos ellos, que fue ampliado para los Altos Cargos de la Administra-
ción Autonómica por la Ley 5/1985, de 3 de junio. En estos dos
últimos textos se establece la obligación de los cargos incluidos
dentro de su ámbito de aplicación, de formular declaración de las
actividades que puedan proporcionar ingresos económicos, partici-
pación o vinculación con empresas y de los bienes de que sean ti-
tulares, en términos similares a cómo lo hacían, cuando aquéllas
eran promulgadas, los textos legales de las Comunidades Autóno-
mas de nuestro entorno y del Estado.

Posteriormente el Estado por medio de la Ley 12/1995, de Incom-
patibilidades de los miembros del Gobierno de la Nación y de Al-
tos Cargos de la Administración General del Estado, la Ley de Ba-
ses de Régimen Local y la de Contratos del Estado, y algunas Co-

munidades Autónomas han profundizado y completado aquella pri-
mera regulación ampliando las declaraciones a realizar y los datos
que deberían incluirse, extendiendo éstas a todo tipo de intereses,
bienes, derechos y actividades públicas o privadas que se han de-
sarrollado antes del ejercicio del cargo, se simultanean con este o,
incluso, se desarrollarán con posterioridad a su cese.

Estas modificaciones tienen todos ellas como objetivo común esta-
blecer unos mecanismos que favorezcan la transparencia y la leal-
tad al servicio público que debe prevalecer en el ejercicio de la
actividad pública y que impidan la utilización del cargo en benefi-
cio de intereses particulares de quienes lo ostentan.

Atendiendo a estos objetivos y en sintonía con las normas más
avanzadas que sobre esta materia van apareciendo en las dife-
rentes Comunidades Autónomas, se hace necesario dar un paso
hacia adelante y avanzar coherentemente en transparencia y
confianza de la ciudadanía en quienes los representan y gobier-
nan, añadiendo a las ya establecidas, la obligación de declarar,
de forma oficial y pública, los bienes, derechos, rentas y activi-
dades de los cargos públicos a los que afecta esta Ley, así co-
mo su origen y las variaciones producidas en su patrimonio du-
rante el ejercicio del cargo, dando a conocer al propio tiempo
sus actividades e intereses privados.

La Ley incluye en su ámbito de aplicación no sólo a los miembros
del Consejo de Gobierno y Altos Cargos de la Administración Auto-
nómica sino también, en aras del principio de igualdad de trato
con que deben ser contempladas ambas funciones de servicio a la
sociedad, a quienes sean nombrados Asesores o tengan la condición
de personal eventual.

Por otra parte y como característica importante del texto legal,
todas las obligaciones que se establecen en el mismo, no se for-
mulan como meras declaraciones de principios, sino que se concre-
tan en consecuencias sancionatorias para el caso de incumplimien-
tos negligentes o intencionados de los preceptos establecidos, para
garantizar el cumplimiento de los mismos.

Por último, se incluye la posibilidad de que otros cargos públicos,
cuyo régimen de incompatibilidades y declaraciones de interés es-
tén regulados por Leyes estatales indisponibles por la Comunidad
Autónoma de Extremadura, realicen las declaraciones previstas y
reguladas en esta Ley, a las que se dará publicidad en el Diario
Oficial de Extremadura.

ARTICULO 1.º – Objeto

La presente Ley tiene por objeto la regulación de la declaración
oficial y pública de los bienes, derechos, actividades y rentas a que
están obligados los Cargos incluidos en el ámbito de aplicación de
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la misma así como la presentación, contenido y publicidad en el
Diario Oficial de Extremadura de dichas declaraciones.

ARTICULO 2.º - Ambito de aplicación

1. La aplicación de esta Ley se extiende:

A los miembros del Consejo de Gobierno de la Junta de Extrema-
dura y a los Altos Cargos de la misma, considerándose como tales
los siguientes:

–Los Secretarios Generales Técnicos y Directores Generales de las
Consejerías.

–Los Presidentes, Directores y asimilados de las Entidades de De-
recho Público dependientes de la Comunidad Autónoma, que perci-
ban retribuciones de Alto Cargo, así como el Rector, Vicerrectores,
Secretario General y Gerente de la Universidad de Extremadura.

–Los Presidentes, Directores y asimilados de Empresas Públicas y
Sociedades Mercantiles con participación de la Junta de Extrema-
dura en su capital, al menos en el cincuenta por ciento.

–Los demás Altos Cargos de libre designación que sean calificados
como tales, por Ley, reglamentariamente o en la resolución que
otorgue su nombramiento.

–Los titulares de cualquier otro puesto de trabajo en la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, cualquiera
que sea su denominación, cuyo nombramiento se efectúe por deci-
sión del Consejo de Gobierno o de los distintos Consejeros, respec-
to al personal eventual o de libre designación.

2. Será asimismo de aplicación:

a) A los nombrados por cualquier disposición con independencia de
su rango normativo, si en la misma se les otorga la condición de
Asesores de alguno de los Cargos nombrados en el n.º 1 del pre-
sente artículo.

b) Al personal eventual en los términos definidos en el artículo 6
del Decreto Legislativo 1/1990, de 26 de julio, por el que se
aprueba el texto Refundido de la Ley de Función Pública de Extre-
madura, excepto aquél que ocupe puestos de trabajo de personal
auxiliar o subalterno con nivel de complemento de destino 19 o
inferior.

3. También realizarán, con carácter facultativo, las declaraciones a
que se refiere esta Ley, que se publicarán en el Diario Oficial de
Extremadura gratuitamente, quienes estén comprendidos en algunos
de los apartados siguientes:

a) Los Diputados y Senadores de las Cortes Generales, elegidos en
el territorio de la Comunidad.

b) Los Presidentes de Diputación y Diputados Provinciales de Cáce-
res y Badajoz.

c) Los Alcaldes y los Concejales que tengan dedicación exclusiva de
los municipios de la Región.

d) Los Presidentes, Directores y miembros del Consejo de Adminis-
tración de las Cajas de Ahorro y Rurales.

e) Los cónyuges de las personas enumeradas en los apartados 1, 2
y en los párrafos anteriores del presente artículo, o quienes estu-
vieran vinculados a ellas por análoga relación de convivencia afec-
tiva, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 5 de este mis-
mo artículo.

f) Los hijos de las personas enumeradas en los apartados 1, 2 y
en los párrafos anteriores de este artículo, siempre que formen
parte de la unidad familiar.

4. A las personas enumeradas en el apartado anterior se remitirán
los modelos oficiales de declaración, a efecto de que puedan ejer-
citar su derecho a declarar y a que se publiquen en el Diario Ofi-
cial sus declaraciones.

5. Los cónyuges de las personas enumeradas en el apartado 1 o
quienes estuvieran a ellas vinculadas por una relación de conviven-
cia afectiva, que no hubieran realizado las declaraciones a que se
refiere el apartado 3.e) de este artículo, vendrán obligados a reali-
zar declaración sobre su participación en el capital de todo tipo
de empresas y sociedades, sobre las que hayan dirigido, adminis-
trado o asesorado y sobre las actividades desarrolladas en repre-
sentación de la Administración regional, en órganos colegiados o de
dirección de organismos o empresas de capital público.

ARTICULO 3.º – Declaración de actividades

Los cargos incluidos en el ámbito de aplicación de la presente Ley
están obligados a efectuar declaración de las actividades de natu-
raleza laboral, económica y profesional privadas o públicas, retri-
buidas o no, que desempeñen, por sí o mediante sustitución o
apoderamiento.

ARTICULO 4.º – Declaración de bienes y derechos

1. Las personas incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ley,
están obligadas a formular una declaración patrimonial de sus bie-
nes, derechos y obligaciones que comprenda al menos:

a) Bienes y derechos patrimoniales de toda índole, con indica-
ción en su caso de la superficie, ubicación, título y fecha de ad-
quisición.

b) Valores y activos financieros negociables, saldos medios de los
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depósitos y cuentas bancarias, acciones, fondos de inversión, pólizas
de seguros u otros de análoga naturaleza.

c) Participaciones societarias y objeto de las sociedades participa-
das, así como el objeto social de las sociedades de cualquier clase
en las que tengan intereses.

d) Cualquier otra clase de bienes propiedad del declarante mencio-
nados en la actual Ley del Impuesto sobre el Patrimonio.

2. Se diferenciará expresamente, si los bienes declarados se han
adquirido con anterioridad o posterioridad a la fecha de nombra-
miento o toma de posesión del cargo o puesto de trabajo por el
que se está obligado a presentar la declaración.

3. Se acompañará copia de la última declaración del Impuesto so-
bre el Patrimonio, presentada ante la Agencia Tributaria, en el caso
que el declarante hubiera venido obligado a ello.

ARTICULO 5.º – Declaraciones de Rentas

1. La declaración de rentas especificará los rendimientos netos
anuales percibidos por cualquier concepto, con indicación de su
procedencia, tanto los que se deriven del trabajo personal, de los
bienes muebles e inmuebles, valores mobiliarios, actividades empre-
sariales, profesionales, artísticas, becas, subvenciones, indemnizacio-
nes, así como los de cualquier otra índole correspondientes al ejer-
cicio económico anterior a aquél en que se efectúa la declaración.

2. Se acompañará copia de la última declaración del Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas, presentada ante la Agencia
Tributaria, en el supuesto de haber venido obligado a ello en el
ejercicio económico inmediato anterior.

ARTICULO 6.º – Plazo y forma de presentación de las declara-
ciones.

1. Las declaraciones de actividades, bienes y derechos y de renta
se presentarán en el plazo de dos meses a contar desde la toma
de posesión y cese del cargo que determine la obligación de de-
clarar, de la entrada en vigor de esta Ley o de la fecha del inicio
de la actividad o de la adquisición de bienes y derechos que asi-
mismo obligan a efectuar la declaración.

2. Anualmente, en el plazo máximo de un mes desde la finaliza-
ción del plazo para su presentación ante la Agencia Tributaria, las
personas incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ley, vendrán
obligadas a entregar copia de la declaración a efectos del Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas.

3. El Consejo de Gobierno aprobará los modelos oficiales de decla-
ración, que serán presentados en la Consejería de Presidencia y

Trabajo, y determinará la forma en que han de ser remitidas al
Diario Oficial de Extremadura para su publicación.

4. No será preciso reiterar las declaraciones a que obliga esta Ley,
cuando la obligación de declarar se derive de un cambio en la
función representativa o gestora que se desempeñe, y no haya
transcurrido un año desde el cese en el anterior puesto repre-
sentativo o gestor, salvo lo preceptuado para la declaración de In-
compatibilidades.

5. Las declaraciones a que se refieren los artículos 4, 5 y 6 se
inscribirán en el Registro de Actividades e Intereses constituido en
la Consejería de Presidencia y Trabajo.

Este será el encargado de recordar y, en su caso, requerir a quie-
nes sean nombrados o cesados en uno de los cargos del ámbito
de aplicación de la presente Ley, el cumplimiento de las obligacio-
nes contenidas en los artículos 3, 4 y 5.

ARTICULO 7.º – Publicación en el Diario Oficial de Extremadura

1. El Consejo de Gobierno ordenará en el plazo de veinte días, des-
de la presentación de las declaraciones, a que se refieren los artícu-
los 4, 5 y 6 la publicación en el Diario Oficial de Extremadura de
los datos contenidos en los modelos oficiales de declaración.

2. La Consejería de Presidencia y Trabajo informará por escrito al
Consejo de Gobierno sobre el cumplimiento de la obligación de
declarar de los obligados a ello, así como de los supuestos en los
que aprecie manifiesta inexactitud de la información o documenta-
ción aportada.

3. Cualquier persona física o jurídica, a la que se garantizará el
anonimato de su identidad si así lo solicita, podrá poner de mani-
fiesto ante la Consejería de Presidencia y Trabajo de la Junta de
Extremadura la obsevancia de cualesquiera irregularidades o inex-
actitudes en las declaraciones de bienes o intereses de los obliga-
dos a declarar por la presente Ley, adoptándose por la misma las
medidas que al respecto se consideren pertinentes. De la decisión
adoptada se dará cuenta al informante o denunciante.

ARTICULO 8.º – Infracciones

1. Constituye infracción toda vulneración de las prescripciones con-
tenidas en la presente Ley; dichas infracciones se clasifican en le-
ves, graves y muy graves.

2. Es infracción leve la no presentación en los plazos establecidos
de las declaraciones y documentos a que esta Ley obliga.

3. Es infracción grave la no subsanación de los errores o incorpo-
ración de la documentación requerida en el plazo de quince días
desde que se produce el requerimiento.
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Se considerará igualmente como falta grave la comisión de dos in-
fracciones leves en el periodo de un año.

4. Son faltas muy graves:

a) El incumplimiento de la obligación de presentar las declaracio-
nes a que esta Ley se refiere en el plazo de un mes desde que el
obligado a hacerlo haya sido requerido fehacientemente para ello.

b) La ocultación o falsedad de los datos o documentos que deben
ser presentados conforme a lo establecido en esta Ley.

Se considerará igualmente como falta muy grave la comisión de
dos infracciones graves en el periodo de un año.

ARTICULO 9.º – Sanciones

1. Las infracciones previstas anteriormente serán sancionadas:

a) Las faltas leves con apercibimiento, que conllevará el requeri-
miento fehaciente del cumplimiento de la obligación.

b) Las faltas graves con la publicación en el D.O.E. del nombre de
los infractores y la infracción cometida.

c) En el caso de faltas muy graves, procederá el cese inmediato
en el cargo o puesto.

2. Lo dispuesto en la presente Ley, se entenderá sin perjuicio de las
responsabilidades de orden penal, civil o administrativo en que pu-
diera haber incurrido el infractor. A estos efectos, cuando aparezcan
indicios de otras responsabilidades, se emitirá informe por el Gabine-
te Jurídico y se dará cuenta a los órganos competentes con el fin de
que depuren las mismas. Si las infracciones pudieran ser constitutivas
de delito se dará cuenta inmediata al Ministerio Fiscal.

3. Quienes hubieran sido objeto de sanción por falta muy grave no
podrán ser nombrados para ocupar nuevos cargos de los relacio-
nados en el artículo 2.º, por un periodo de entre tres y diez años.

En la graduación de la medida prevista en el apartado anterior se
valorará la existencia de perjuicios para el interés público, la re-
percusión de la conducta en los administrados y, en su caso, la
percepción indebida de cantidades por el desempeño de activida-
des o la existencia de bienes o derechos no declarados.

ARTICULO 10.º – Procedimiento sancionador

1. El órgano competente para acordar la incoación y resolver el
procedimiento sancionador será el Consejo de Gobierno, que podrá
abrir un periodo de información previa con el fin de conocer las
circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar
el procedimiento. El acuerdo de incoación irá acompañado del
nombramiento del instructor y, en su caso, del Secretario.

2. El procedimiento sancionador se regirá por las disposiciones ge-
nerales vigentes en esta materia y de aplicación en la Comunidad
Autónoma de Extremadura.

ARTICULO 11.º – Prescripción de infracciones y sanciones

El régimen de prescripción de infracciones y sanciones previstas en
este texto legal, será el establecido en el título IX de la Ley
30/1992 de 26 de noviembre.

DISPOSICIONES ADICIONALES

PRIMERA: Las empresas públicas y sociedades mercantiles con par-
ticipación de la Junta de Extremadura en su capital, al menos en
el cincuenta por ciento, así como las Cajas de Ahorros y Rurales
de Extremadura, deberán informar a la Consejería de Presidencia y
Trabajo de las designaciones o nombramientos que efectúen res-
pecto de aquellos puestos de trabajo que tengan la condición de
altos cargos a los efectos previstos en la presente Ley.

SEGUNDA: Anualmente, el Consejo de Gobierno, a través de la Con-
sejería de Presidencia y Trabajo, remitirá a la Asamblea de Extre-
madura la siguiente información:

a) Número de declaraciones y comunicaciones recibidas en el Re-
gistro de la Consejería de Presidencia y Trabajo de la Junta de
Extremadura.

b) Número y relación de Altos Cargos que no han cumplido las
obligaciones de declarar y comunicar.

c) Número de procedimientos sancionadores incoados.

d) Número de procedimientos sancionadores resueltos, indicando
las infracciones cometidas y las sanciones impuestas.

TERCERA: Las personas que a la entrada en vigor de la presente
Ley vengan ocupando cargos o puestos de los afectos al ámbito de
aplicación de la presente Ley, vendrán obligadas a realizar una de-
claración adicional o complementaria de sus actividades, bienes,
derechos y rentas desde la fecha de toma de posesión del primer
cargo o puesto desempeñado.

El Consejo de Gobierno, al dictar las disposiciones de desarrollo
para la aplicación de la presente Ley, aprobará los modelos oficia-
les de declaración en los términos del artículo 6.3, y determinará
la forma en que han de ser remitidas para su publicación en el
Diario Oficial de Extremadura.

En todo caso, la declaración adicional o complementaria se presen-
tará en el plazo de seis meses a contar desde la fecha de entrada
en vigor de la presente Ley.
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CUARTA: A los efectos previstos en la presente Ley se consideran
como cargos públicos sometidos a las obligaciones de la misma, a
tenor de lo dispueto en el artículo 2.1. párrafo 4.º, a los asimila-
dos por libre designación de la Universidad de Extremadura.

En la referida situación se encuentran, entre otros, el personal di-
rectivo del CEXECI.

DISPOSICION DEROGATORIA

Queda derogada cualquier disposición de igual o inferior rango
que se oponga a lo establecido en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

PRIMERA. Se autoriza al Consejo de Gobierno, en el marco de sus
competencias, para dictar las disposiciones necesarias para la apli-
cación de esta Ley.

SEGUNDA. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de Extremadura.

Por tanto, ordeno a los ciudadanos que sea de aplicación esta Ley
que cooperen a su cumplimiento, y a los Tribunales y autoridades
que corresponda la hagan cumplir.

Mérida, 26 de septiembre de 1996.

El Presidente de la Junta de Extremadura,
JUAN CARLOS RODRIGUEZ IBARRA

LEY 6/1996, de 26 de septiembre,
reguladora de la publicidad institucional.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE EXTREMADURA

Sea notorio a todos los ciudadanos que la Asamblea de Extrema-
dura ha aprobado y yo, en nombre del Rey, de conformidad con
lo establecido en el artículo 52.1 del Estatuto de Autonomía vengo
a promulgar la siguiente Ley.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La comunicación en el ámbito de las instituciones públicas consti-
tuye una perspectiva científica y social apoyada en los grandes
avances mediáticos, desde la que puede abordarse el desarrollo de
los objetivos públicos de las Administraciones.

En los últimos años debido al desarrollo evolutivo y la multiplici-
dad de funciones y servicios que la Administración de la Comuni-
dad Autónoma presta al ciudadano, la publicidad ha adquirido un
peso relevante como medio de transmisión de información de inte-
rés público.

Aunque las técnicas publicitarias son diversas en función de los obje-
tivos, no cabe duda que los soportes más característicos de la publi-
cidad son los medios de comunicación. En este contexto la adjudica-
ción publicitaria de la Administración de la Comunidad Autónoma
debe ajustarse a los principios de la libre competencia y a evitar si-
tuaciones que puedan afectar al pluralismo informativo como derecho
constitucional reconocido en el artículo 20 de nuestra Constitución.

En consecuencia, la Asamblea de Extremadura, consciente de que la
adjudicación de la publicidad procedente de la Administración de
la Comunidad Autónoma no debe alterar ni la referida libre com-
petencia, ni afectar al principio de igualdad de los poderes públi-
cos respecto de los ámbitos de los medios de comunicación social,
estima conveniente establecer en la presente Ley y en sus artículos
las reglas mínimas que permitan la no utilización de la publicidad
como mecanismo o elemento de discriminación entre medios desde
el sector público, así como facilitar la gestión del derecho y obli-
gación de información al ciudadano.

Por último, la presente Ley se dota de los mecanismos jurídicos
adecuados para sancionar o evitar el uso incorrecto de la publici-
dad en contra de la libertad, como derecho constitucional que en
base al pluralismo informativo encuentra en los medios de comu-
nicación social su máxima expresión y garantía.

ARTICULO 1.º - A los efectos de la presente Ley, se entiende por
publicidad institucional toda forma de comunicación dirigida a una
pluralidad de destinatarios realizada a iniciativa de la Administra-
ción autonómica y organismos autónomos que tengan por objeto:

a) Promover comportamientos, ideas u ofrecer servicios o productos.

b) Informar sobre derechos y obligaciones de los ciudadanos o
grupos de ellos.

c) Informar sobre la existencia de las entidades a que se refiere el
párrafo primero de este artículo, sus actividades, los servicios que
prestan o los productos que promueven.

d) Emitir cualquier otro mensaje en el ámbito de las competencias
y objeto social de la entidad, sociedad o persona jurídico-pública
que promueva la comunicación

ARTICULO 2.º - Los contratos de publicidad, de difusión publicitaria
y de creación publicitaria, definidos en la Ley 34/1988, de 11 de
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